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ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala emitir fallo de primera instancia en la acción de tutela incoada por la ciudadana María Eva Betancourt de Mejía contra Sanidad de la Policía Nacional Seccional Pereira. 
IDENTIDAD DEL ACCIONANTE

Se trata de la señora María Eva Betancourt de Mejía, quien se identificó con la cédula No. 29.768.344 de Roldanillo, residente en la calle Carrera 6 Nro. 29-35, teléfono 3266893 de Pereira. 
ENTIDAD ACCIONADA Y VINCULADAS
Sanidad de la Policía Nacional Seccional Pereira, ubicada en la carrera 11 Nro. 47-35 barrio Maraya de esta ciudad.

Policía Metropolitana de Pereira –MEPER-, ubicada en la Avenida Sur Nro. 46-35 de esta ciudad, teléfono 3149806.

Dirección de Sanidad de la Policía Nacional con sede en Bogotá.

HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA

Informó que el día 20 de agosto de 2013 fue valorada en la E.P.S. Sanidad de la Policía por parte de un cardiólogo, quien le prescribió el medicamento “Dabigatran x 110 mg”, pero cuando acudió a la entrega de la misma le informaron que no era posible su suministro ya que existen medicinas alternas a esta. 
PETICIÓN

Demanda del juez constitucional que se ordene a la entidad tutelada la entrega del fármaco aludido. 
PRUEBAS ALLEGADAS POR LA ACCIONANTE

· Cédula de ciudadanía.
· Formato de medicamento autorizado por CTC, en el que se establece que el servicio pretendido no cumple con lo dispuesto en el acuerdo 042 de 2005.
· Orden médica. 

· Historia clínica.

· Formato de aprobación medicamentos para comité técnico científico de medicamentos.
RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA

Sanidad de la Policía Nacional Seccional Pereira 

El medicamento formulado a la accionante no se encuentra incluido en el Plan de servicios de Sanidad Militar y Policía,  motivo por el cual se radicó una solicitud ante el Comité Técnico Científico con el fin de que emitiera  un concepto médico y determinara la viabilidad del  suministro. 
El CTC emitió una respuesta negativa a la solicitud e indicó que la usuaria debe ser nuevamente valorada por el especialista, ya que éste no agotó todas las alternativas contempladas en el portafolio de servicios que ofrece esa entidad. 
Hizo referencia a los preceptos legales que enmarcan el Sistema de Seguridad Social en Salud en Colombia y sobre el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía, y a las normas que contienen las exclusiones del plan de servicios en materia de salud. 

En el presente caso no se observa vulneración a los derechos fundamentales de la accionante, por ello solicitó negar por improcedente la presente acción de tutela, y en caso de no prosperar dicha petición, que se conceda la facultad de recobro ante el Fosyga.
Policía Metropolitana de Pereira –MEPER
La naturaleza de la pretensión corresponde a la Seccional de Sanidad de Risaralda, motivo por el cual se corrió traslado de la acción de tutela a esa entidad. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un  particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su  protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto  2591 de 1991 y el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

Problema jurídico 

Corresponde a esta Sala determinar si la entidad demandada ha vulnerado el derecho fundamental a la salud a la señora  María Eva Betancourt de Mejía, de manera tal que amerite la concesión del amparo.  
Antes de analizar la inconformidad presentada por la impugnante, se debe tener en cuenta que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Para dilucidar tal aspecto se considera oportuno recordar que en diferentes ocasiones la jurisprudencia constitucional ha establecido que la salud es un derecho fundamental y por ende lo ha venido protegiendo por tres vías. La primera ha sido estableciendo su relación de conexidad con el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal y el derecho a la dignidad humana, lo cual le ha permitido identificar aspectos del núcleo esencial del derecho a la salud y admitir su tutelabilidad; la segunda ha sido reconociendo su naturaleza fundamental en contextos donde el tutelante es un sujeto de especial protección, lo cual ha llevado a la Corte a asegurar que un cierto ámbito de servicios de salud requeridos sea efectivamente garantizado; la tercera, es afirmando en la fundamentalidad del derecho a la salud en lo que respecta a un ámbito básico, el cual coincide con los servicios contemplados por la Constitución, el bloque de constitucionalidad, la ley y los planes obligatorios de salud, con las extensiones necesarias para proteger una vida digna”

Posteriormente, el Alto Tribunal superó la concepción indicada por muchos años, según la cual, la salud solo adquiere carácter de fundamental estando en conexidad con otras garantías fundamentales, y en la actualidad lo protege como derecho autónomo, señalando al respecto lo siguiente:

“(…) el derecho a la salud es un derecho de conservación y restablecimiento del estado de una persona que padece de algún tipo de dolencia, todo obedeciendo al respeto del principio de dignidad humana
, es por ello que esta Corporación ha precisado que la salud puede ser considerada como un derecho fundamental no solo cuando peligre la vida como mera existencia, sino que ha resaltado que la salud es esencial para el mantenimiento de la vida en condiciones dignas (el acceso a tratamientos contra el dolor
 o el suministro de todo lo necesario, para aquellas personas que padecen de enfermedades catastróficas que si bien, algunas son incurables, debe propenderse por todo lo necesario para un padecimiento en condiciones dignas).

De la misma forma, el derecho a la salud es individual y colectivo en tanto la asistencia individual que cada persona pueda requerir y el carácter asistencial de la salud pública y prevención de enfermedades más comunes.

Por tanto, de conformidad con la normatividad vigente y en especial de los mandatos constitucionales todos los entes que prestan la atención en salud deben procurar no solo de manera formal sino también material la mejor prestación del servicio, en pro del goce efectivo de los derechos de sus afiliados, pues  la salud comporta el goce de distintos derechos, en especial el de la vida en condiciones dignas, el cual debe ser garantizado por el Estado y por todos los entes encargados de la prestación del servicio, de conformidad con los mandatos internacionales, constitucionales y jurisprudenciales. (…)”

Con este precedente, dicha Corporación amplió el ámbito de protección del derecho a la salud, pero sin desconocer su carácter de servicio público esencial y  prestacional; por lo tanto, cuando las entidades encargadas de garantizar la prestación de la seguridad social en salud, sean omisivas o renuentes en implementar las medidas necesarias para materializar este derecho, el juez constitucional puede disponer su efectividad, dado su carácter de fundamental, a través de la acción de tutela, velando siempre porque la población pueda llevar una vida digna. 

Ahora bien, respecto de las reglas de acceso a los servicios de salud, la Honorable Corte Constitucional ha dicho:
“(…) Con el tiempo, la jurisprudencia constitucional fue precisando los criterios de aplicación la regla de acceso a los servicios de salud que se requerían y no estaban incluidos en los planes obligatorios de salud. Actualmente, la jurisprudencia reitera que se desconoce el derecho a la salud de una persona que requiere un servicio médico no incluido en el plan obligatorio de salud, cuando “(i) la falta del servicio médico vulnera o amenaza los derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere; (ii) el servicio no puede ser sustituido por otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio; (iii) el interesado no puede directamente costearlo, ni las sumas que la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio se encuentra autorizada legalmente a cobrar, y no puede acceder al servicio por otro plan distinto que lo beneficie; y (iv) el servicio médico ha sido ordenado por un médico adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a quien está solicitándolo.” En adelante, para simplificar, se dirá que una entidad de salud viola el derecho si se niega a autorizar un servicio que no esté incluido en el plan obligatorio de salud, cuando el servicio se requiera [que reúna las condiciones (i), (ii) y (iv)] con necesidad [condición (iii)]. Como lo mencionó esta Corporación, “(…) esta decisión ha sido reiterada por la jurisprudencia constitucional en varias ocasiones, tanto en el contexto del régimen contributivo de salud, como en el régimen subsidiado,
 indicando, no obstante, que existen casos en los cuales se deben tener en cuenta consideraciones especiales, en razón al sujeto que reclama la protección, a la enfermedad que padece la persona o al tipo de servicio que ésta requiere. (…)”
En el caso bajo estudio, se tiene que la señora Betancourt de Mejía padece de “fibrilación y aleteo auricular”, tal como lo establece el doctor Diego Rodríguez Mazo, galeno adscrito al Hospital Santa Mónica de Dosquebradas
. 

El doctor Rodríguez Mazo atendió en consulta a la accionante el día 20 de agosto de 2013 y le formuló el medicamento “Dabigatran x 110 mg” (folio 3), y para fundamentar esa prescripción tramitó el anexo 1 formato de aprobación de medicamentos para comité técnico científico (folio 5-6), en el que estableció lo siguiente: 

“Paciente con fibrilación auricular quien presenta chasds2 elevado lo cual indica la utilización de anticoagulación (sic)…
Los pacientes con fibrilación auricular incrementan el riesgo de embolismo de origen cardiaco lo cual puede llevar a trombosis intracerebral y esto a la muerte del paciente (sic)…”

La entidad accionada negó el suministro del servicio ordenado con el argumento de no cumplir con lo dispuesto en el artículo 7 numeral 3 del acuerdo 042 de 2005, ya que no se habían agotado las demás alternativas contempladas en el portafolio de servicios en materia de salud para las fuerzas armadas y la Policía Nacional. 
Adicionalmente se tiene que Sanidad de la Policía Nacional no acreditó haber realizado un estudio médico en el área clínica relacionada con la patología de la paciente, por tanto no logró desvirtuar lo decidido por el galeno tratante, prevaleciendo categóricamente la decisión adoptada por él.

Sobre los conceptos que emite el Comité Técnico Científico sobre un servicio excluido del plan de salud, la Corte Constitucional ha referido lo siguiente: 

“El concepto del Comité Técnico Científico no es un requisito indispensable para que el medicamento o tratamiento requerido pr el usuario sea otorgado a través del mecanismo de tutela. Reiteración de jurisprudencia.
 
7.- Para esta Corporación el concepto del Comité Técnico Científico no es un requisito indispensable para que el medicamento o procedimiento requerido por afiliado en instancia de tutela sea reconocido.
 
En efecto, la jurisprudencia constitucional ha precisado “(i) que su concepto no es indispensable para que el medicamento requerido por el usuario le sea otorgado, y que en consecuencia, (ii) no pueden considerarse como una instancia más entre los usuarios y las EPS.[33], razón por la cual, “ los jueces de tutela no pueden exigir a los tutelantes que reclaman la provisión de un medicamento excluido del POS, haber acudido previamente a los Comités Técnico Científicos de las EPS, como requisito para la procedencia del amparo constitucional.”[34]
 
Ahora bien, la razón por la cual para esta Corte el concepto del Comité Técnico Científico no puede convertirse en una instancia más entre los usuarios y las EPS se encuentra en la misma naturaleza administrativa de dicha Junta. Efectivamente, el hecho de que su composición no sea en su totalidad de profesionales de la salud, sino que se exija que tan sólo uno de sus miembros sea médico, demuestra que el Comité Técnico Científico no es, en estricto sentido, un órgano de carácter técnico, ni un Tribunal Profesional interno de la EPS sino un ente de carácter administrativo, cuya función primordial es asegurar que las actuaciones de la entidad y sus procedimientos se adecuen a las formas preestablecidas y garantizar el goce efectivo del servicio a la salud. Por ello, de ninguna manera puede ponerse en sus manos la decisión de la protección de los derechos fundamentales de las personas ni constituirse en otro mecanismo de defensa para los afiliados.[35]”

De otra parte, la tutelante cuenta con 75 años de edad
, situación que según la Constitución Política la hace identificar como un sujeto de especial protección constitucional, motivo por el cual se deben salvaguardar la garantía constitucional invocada. Tal como lo dispone el artículo 13 de la Constitución Política.
Se debe tener en cuenta que dentro del presente trámite no se logró establecer que la señora María Eva Betancourt de Mejía tiene la capacidad económica para asumir el costo del medicamento ordenado de manera particular, y la entidad demandada no probó lo contrario. 
Por lo anterior, esta instancia constitucional tutelará el derecho fundamental a la salud de la señora Betancourt de Mejía, y en consecuencia, se ordenará a la Dirección General de Sanidad y a la Seccional Sanidad Risaralda de la Policía Nacional que de manera conjunta,  en el término de cuarenta y ocho horas (48), contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, autorice y suministre el medicamento denominado “Dabigatran x 110 mg” en los términos, denominación y durante el tiempo que lo determine el galeno tratante. 
Finalmente, con relación a la facultad del recobro frente al Fosyga pretendida por la entidad accionada, esta Sala de decisión con ponencia del Honorable Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque ha indicado lo siguiente: 

“…Finalmente, no se comprende la solicitud que a estas alturas realiza el señor Director de Sanidad de la Policía Nacional, para que se le autorice a esa entidad el recobro ante el FOSYGA, cuando este peculiar punto fue objeto de excepcional análisis en decisión que para este Tribunal resulta el precedente obligado a aplicar en este caso. Nos referimos a la Sentencia T-540 del 18-07-02, en la que con ponencia de la Dra. Clara Inés Vargas Hernández, la Corte Constitucional concluyó que no era posible autorizar dicho cobro. Como los planteamientos que allí se hicieron, devienen de interés prevalente en el presente asunto, se transcribe lo que en aquella ocasión se dijo: 

En la Sentencia SU- 480 de 1997
, la Sala Plena de la Corte Constitucional determinó que las Empresas Promotoras de Salud podían repetir contra el Estado por medicamentos que no figuraran en los listados del Plan Obligatorio de Salud. Se explicó y argumentó que entre la EPS y el Estado existe una relación contractual en la que aquella sólo tiene obligación de lo especificado, de lo que el Estado le delegó dentro de reglas puntuales, luego, si se va más allá de lo reglado, es  justo que el costo del medicamento sea sufragado, mediante repetición, por el Estado, y el dinero debe salir del Fondo de Solidaridad y Garantía, creado e inspirado en el principio constitucional de la Solidaridad, de la subcuenta que fuera del caso. Esta posición de la Corte Constitucional ha sido reiterada de manera uniforme por la distintas Salas de Revisión.

Sin embargo, en este caso ocurre que la acción de tutela se interpuso contra la Dirección General de Sanidad Militar, y si bien el Comandante del Grupo de Caballería Mecanizado No. 5 “Maza”, con sede en Cúcuta, al responder a la demanda afirmó que esa Dirección es una “Empresa Promotora de Salud”, tal afirmación es incorrecta.

La Ley 100 de 1993 establece que el Sistema General de Seguridad Social contenido en dicha ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (artículo 279). Por esta razón, el Legislador expidió la Ley 352 de 1997, mediante la cual reestructuró el Sistema de Salud y dictó otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, en la que en su artículo 9º consagra:

“Dirección General de Sanidad Militar. Créase la Dirección General de Sanidad Militar como una dependencia del Comando General de las Fuerzas Militares, cuyo objeto será el administrar los recursos del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares e implementar las políticas, planes y programas que adopte el CSSMP y el Comité de las Fuerzas Militares respecto del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares”  

Por consiguiente, si bien en términos prácticos puede decirse que la Dirección General de Sanidad Militar, por las funciones que cumple, entre las cuales está la de “Dirigir la operación y funcionamiento del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares” (artículo 10, literal a) de la Ley 352 de 1997), puede compararse con una Empresa o Entidad Promotora de Salud de la que trata el artículo 177 de la Ley 100 de 1993, cuya función básica es la de “organizar, y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del plan de salud obligatorio a los afiliados...”, lo cierto es que la Dirección General de Sanidad Militar es un organismo que pertenece a un sistema de salud especial y por ello, no puede ser catalogada como Empresa Promotora de Salud (EPS) y debe regirse, entonces, por las normas de ese sistema especial que la creó.

(…)
Como bien puede apreciarse, la norma en cita, en cuanto regula el funcionamiento y financiación de los fondos-cuenta de los Subsistemas de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, se equipara al artículo 218 de la Ley 100 de 1993, en el que se crea y se establece la operación del Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga), por lo cual, estima la Sala, la Dirección General de Sanidad Militar, sin necesidad de expresa declaración por parte del juez en el fallo de tutela, podrá obtener los recursos del fondo-cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, como quiera que se trata de un régimen especial que se rige por sus propias normas...”

En razón a lo anterior, y teniendo en cuenta que Sanidad de la Policía Nacional pertenece a un régimen exceptuado y a la fecha continúa vigente tal definición, se declarará improcedente la facultad de recobro solicitada. 
Se desvinculará del presente asunto a la Policía Metropolitana de Pereira –MEPER-, toda vez que no se evidenció que estuviera conculcando derecho alguno a la actora. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad que le otorga la Constitución Política,

FALLA

PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud a favor de la señora María Eva Betancourt de Mejía.

SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección General de Sanidad y a la Seccional Sanidad Risaralda de la Policía Nacional que de manera conjunta, en el término de cuarenta y ocho horas (48), contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, autoricen y suministren a la señora María Eva Betancourt de Mejía el medicamento “Dabigatran x 110 mg” en los términos, denominación y durante el tiempo que lo determine el galeno tratante. 
TERCERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la pretensión de recobro frente al Fosyga, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
CUARTO: DESVINCULAR del presente trámite a la  Policía Metropolitana de Pereira –MEPER por lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. 

QUINTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

SEXTO: Si esta decisión no es impugnada se dispone el  envío del expediente ante la  Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ

Secretario

� Sentencia T-760 de 2008.


� Sentencia T-881 de 2002.


� Sobre el particular, consultar entre otras,  T-1384 de 2000, T-365A-06.


� Sentencia T-648 de 2007 M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 


� Sentencia T-829 MP Rodrigo Uprimny Yepes. 


� Folio 3.


� Sentencia T-324 de 2008.


� Nació el 21 de junio de 1938. Folio 1.


� M. P. Alejandro Martínez Caballero.


� Providencia del 28 de agosto de 2007.  Tutela radicada con el Nro.  660013187003-2007-08456-01
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